El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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PROMESA DE COMPRAVENTA SIN OBJETO PRECISO NO CONSTITUYE TITULO EJECUTIVO / OBLIGACIÓN DE HACER NO PUEDE REMPLAZARSE POR LA DE PAGAR UNA SUMA DE DINERO. “En el escrito que contiene la promesa de permuta que se aportó como fundamento de la ejecución, dejaron de indicarse, respecto del inmueble ubicado en el barrio Palermo de esta ciudad,  el número de su matrícula inmobiliaria, la nomenclatura y los linderos, y de carecer de título, dejó de señalar, el obligado a transferirlo, la fuente de donde se pretende derivar el derecho. (…) [C]omo no se determinó de manera completa el bien objeto de la promesa, se concluye (…) no pueden ejecutarse las obligaciones que se pretenden deducir del documento que la contiene, por mandato del artículo 89 de la Ley 153 de 1887, que empieza por decir: “La promesa de celebrar un contrato no produce obligación alguna”, salvo cuando se cumplan de manera concurrente, los requisitos que enlista. Así las cosas, no se cuenta con título ejecutivo que autorice librar las órdenes ejecutivas solicitadas. (…) [C]omo puede inferirse del escrito por medio del cual se sustentó la apelación, las obligaciones incumplidas por el demandado son la de suscribir la escritura pública por medio de la cual le debe transferir el dominio de un inmueble denominado Alejandría, ubicado en Anserma, Caldas, avaluado en $80.000.000 y pagarle la suma de $50.000.000 en efectivo. Empero, solicitó se librara el mandamiento de pago por la suma de $130.000.000, que no se pactó cancelar en efectivo, al menos de manera total, en la promesa de permuta que se aportó como fundamento de la ejecución. El hecho de haber quebrantado el ejecutado su deber de transferir el dominio de uno de los inmuebles relacionados en la promesa de permuta origina una obligación de hacer, la de suscribir el contrato prometido, por la que en este caso no se promovió la ejecución. El demandante no puede reemplazarla por la de pagar una suma determinada de dinero, a menos que se haya producido una novación, hecho que en este caso no se alegó, ni demostró.”
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Pereira, marzo catorce (14) de dos mil diecisiete (2017)
Proceso 66001-31-03-003-2016-00452-01

Procede esta Sala Unitaria a decidir el recurso de apelación que interpuso el apoderado de la parte demandante, frente al auto proferido por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 16 de noviembre de 2016, en el proceso ejecutivo instaurado por el señor Gustavo Montoya Moreno contra el señor Róbinson Trujillo Loaiza.

A N T E C E D E N T E S  

1. En el escrito por medio del cual se formuló la acción, solicitó el demandante se libre orden de pago a su favor y en contra del demandado, por las siguientes sumas de dinero: i) $130.000.000 por concepto de capital, ii) por los intereses de mora a la tasa máxima legal permitida, desde el 26 de junio de 2015 hasta cuando se verifique el cumplimiento de las obligaciones a favor del primero y iii) $60.000.000 por concepto de multa originada por el incumplimiento del contrato. 
2. Los hechos que sirven de sustento a esas pretensiones, pueden resumirse así:

2.1 El 9 de junio de 2015 los señores Gustavo Montoya Moreno y Róbinson Trujillo Loaiza suscribieron una promesa de permuta, por medio de la cual el primero se comprometió a entregar al segundo un lote de terreno rural denominado “La Estancia” identificado con matrícula inmobiliaria No. 280-31566, con un área de 96.000 metros cuadrados; de acuerdo con el certificado de tradición, su  cavidad superficiaria es de 8 hectáreas y 7.500 metros, lo que significa que para las partes constaba de 15 cuadras; por tanto, el valor de cada cuadra se pacta en $40.000.000, para un total de $600.000.000 y convinieron que si al hacer la medición del predio hay una diferencia mayor de 600 metros, se pro o en contra, se llegará a un acuerdo entre las partes.

El segundo se comprometió a entregar al primero un apartamento y un parqueadero ubicados en el conjunto residencial Barlovento de la ciudad de Pereira, por $150.000.000; “hipoteca que recae sobre el inmueble 280-31566 por valor de $130.000.000”; un lote de terreno rural, sin casa de habitación, ubicado en la vereda la Alejandría, jurisdicción de Anserma, Caldas, por $80.000.000; “consecuente a esto, se establece el pago de $80.000.000”,  $30.000.000 de ellos a la entrega material de los inmuebles y los $50.000.000 restantes en el término de un mes y quince días, contado a partir de la fecha de suscripción del contrato de promesa de compraventa. También se acordó como clausula penal la suma de $60.000.000.
2.2 El señor Róbinson Trujillo López a la fecha, solo ha entregado el apartamento y el parqueadero ubicado en el conjunto residencial Barlovento por valor de $150.000.000, pagó $30.000.000 en efectivo y canceló la hipoteca que gravaba el predio permutado, por $130.000.000.
2.3 La “compraventa antes descrita” se suscribió por las partes de manera libre y voluntaria; se elevó a escritura pública No. 4054 del 26 de junio de 2015 y se registró en el folio inmobiliario No. 280-31566. 

2.4 El señor Róbinson Trujillo Loaiza no ha cancelado totalmente lo acordado, adeudando un saldo de $130.000.000.

2.5 Se llevó a acabo audiencia de conciliación entre las partes, pero fracasó.
3. Por auto del 16 de noviembre del año anterior, el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira denegó el mandamiento de pago solicitado al considerar que el documento base de la ejecución no reúne los requisitos de expresividad, claridad y exigibilidad contenidos en el artículo 422 del Código General del Proceso. Explicó que la obligación cobrada deviene de la celebración de un contrato no cumplido cabalmente, “toda vez que el dinero que se pretende recaudar con esta acción no fue un compromiso expreso del aquí ejecutado. Por lo visto dicha reclamación la motiva el ejecutante ante el incumplimiento por el ejecutado en la entrega de los bienes prometidos”. De otro lado, agregó que la cláusula penal se impone ante el incumplimiento declarado judicialmente del respectivo contrato, cosa que aquí no ha ocurrido. 
4. Inconforme con esa decisión, el apoderado del ejecutante la apeló porque la jueza de primer grado la motivó sobre unos supuestos que no están plasmados en el relato fáctico de la demanda y agrega que contrario a lo manifestado por ella, el documento arrimado como base de la ejecución sí reúne los requisitos del artículo 422 del Código General del Proceso. Agregó que la doctrina mercantil ha establecido que los elementos o características esenciales de los títulos valores son la incorporación, la literalidad, la legitimación y la autonomía, los que cumple a cabalidad el documento allegado. También trajo a colación jurisprudencia que consideró aplicable al caso para reafirmar que la promesa de permuta celebrada entre las partes cumple a cabalidad tales requisitos.

Explicó que entre los señores Gustavo Montoya Moreno y Róbinson Trujillo Loaiza se celebró contrato de permuta el 9 de junio de 2015 con el fin de entregar al aquí ejecutado el predio identificado con matrícula inmobiliaria No. 280-31566 por valor de $600.000.000; que previamente se acordó que en caso de resultar el bien permutado con una dimensión inferior a la inicialmente señalada, le asignarían otro precio y como eso fue lo que ocurrió, el valor final fue de $440.000.000, equivalente a 11 cuadras; aceptado de esa manera el contrato, el demandado se comprometió a pagar ese valor así: a) con el apartamento y el parqueadero de Barlovento, por $150.000.000; b) cancelando la hipoteca sobre el inmueble con matrícula inmobiliaria No-. 280-3156 por $130.000.000; c) con un lote de terreno denominado Alejandría, ubicado en el municipio de Anserma, Caldas, por $80.000.000 y d) esa misma suma en efectivo. Sin embargo, solo cumplió las dos primeras obligaciones y entregó $30.000.000 en efectivo, es decir $310.000.000, por lo que adeuda $130.000.000.

Agregó además que el actor sí entregó el bien objeto de “venta”, por escritura pública No. 4054 del 26 de junio de 2015, acto inscrito en el folio de matrícula inmobiliaria No. 280-31566; el demandado lo vendió y no cumplió su obligación.

Considera que no se valoró de manera correcta el documento aportado, que cumple los requisitos procesales y presta mérito ejecutivo. Solicita se revoque el auto impugnado.
Por auto calendado noviembre 24 de 2016, la jueza de primer grado concedió la apelación.   

C O N S I D E R A C I O N E S

1. Corresponde a la Sala decidir si tuvo razón la funcionaria de primera sede al adoptar la decisión impugnada o si por el contrario, el título presentado para el cobro reúne las condiciones necesarias para que se emita el mandamiento de pago, respecto del rubro de que se trata.
2. De conformidad con el artículo 422 del Código General del Proceso,  pueden demandarse ejecutivamente, entre otras, las obligaciones  expresas, claras y exigibles que provengan del deudor y constituyan plena prueba contra él.
3. Con la demanda se allegó como título ejecutivo el contrato de promesa de permuta que celebraron los señores Gustavo Montoya Moreno y Róbinson Trujillo Loaiza. En tal documento, el primero se compromete a entregar al segundo, a título de permuta, un lote de terreno denominado “La Estancia”, con un área de 9.600 metros cuadrados, identificado con matrícula inmobiliaria No. 280-31566, avaluado en la suma de $600.000.000 gravado con hipoteca a favor de Luis Eduardo Arroyave Calle, “la cual seguirá asumiendo”  el señor Trujillo Loaiza. Respecto de ese inmueble, convinieron que si al hacer la medición del predio, hay una diferencia de hasta 600 metros, “dicha negociación sigue igual, pero si la diferencia supera ese metraje en pro o en contra, se llegará a un acuerdo entre las partes”.

El señor Róbinson Trujillo Loaíza se comprometió a transferir al señor Montoya Moreno los siguientes bienes: a) el apartamento 101 y el parqueadero No. 12, ubicados en el conjunto residencial Barlovento, torre E, segunda etapa, de la ciudad de Pereira, identificados con matrículas inmobiliarias Nos. 290-112118 y 290-112101, avaluados en $150.000.000; b) una casa de habitación de tres pisos ubicada en el barrio Palermo de esta ciudad, avaluada en la suma de $150.000.000; c) un lote de terreno rural, sin casa de habitación, ubicado en la vereda La Alejandría, distinguido como lote No. 11, ubicado en el municipio de Anserma, Caldas, identificado con matrícula inmobiliaria No. 103-18108, avaluado en la suma de $90.000.000; d) $80.000.000 pagaderos así: $30.000.000 a la entrega material der los inmuebles y $50.000.000 en el término de un mes y quince días, luego de la firma de ese documento.

Se comprometieron además las partes a otorgar las escrituras públicas con las que se debe formalizar la permuta, el 11 de junio de 2015, a las 4 p.m., en la Notaría Quinta de Pereira, o antes, de existir consenso entre ellas; a la firma de tales escrituras se haría entrega de los inmuebles, excepto de  la casa de Palermo que lo sería en un plazo de quince días, desde la fecha en que se suscribe la promesa.

Y se estableció como cláusula penal, en caso de incumplimiento, una multa por $60.000.000.

4. Para que la promesa de celebrar un contrato se constituya en causa eficiente de las obligaciones y derechos que con su celebración surgen para las partes, deben converger a su formación los requisitos previstos en el artículo 89 de la Ley 153 de 1887, que son: a) que la promesa conste por escrito; b) que el contrato a que la promesa se refiere no sea de aquellos que las leyes declaran ineficaces por no concurrir los requisitos que establece el artículo 1511 del Código Civil; c) que la promesa contenga un plazo o condición que fije la época en que ha de celebrarse el contrato y d) que se determine de tal suerte el contrato, que para perfeccionarlo solo falte la tradición de la cosa o las formalidades legales.

El último de tales requisitos exige entonces que el objeto del contrato esté determinado a cabalidad, pues lo único que debe quedar pendiente es la tradición o la ejecución de las formalidades legales. Están atados pues la promesa de contratar y el contrato prometido, razón por la cual son aplicables a la primera las normas que regulan la identificación de los bienes objeto de enajenación.

El artículo 31 del Decreto 960 de 1970, dice: “Los inmuebles que sean objeto de enajenación, gravamen o limitación se identificarán por su célula o registro catastral si lo tuvieren; por su nomenclatura, por el paraje o localidad donde están ubicados, y por sus linderos…” y el 32, expresa: “Será necesario indicar precisamente el título de adquisición del declarante que dispone del inmueble o que lo grava o afecta, con los datos de su registro. Si el disponente careciere de título inscrito, así lo expresará indicando la fuente de donde pretende derivar su derecho”.

En el escrito que contiene la promesa de permuta que se aportó como fundamento de la ejecución, dejaron de indicarse, respecto del inmueble ubicado en el barrio Palermo de esta ciudad,  el número de su matrícula inmobiliaria, la nomenclatura y los linderos, y de carecer de título, dejó de señalar, el obligado a transferirlo, la fuente de donde se pretende derivar el derecho.

En tal forma no se satisfizo el requisito que se analiza porque uno de los bienes objeto de permuta no quedó identificado, solo se sabe que está ubicado en el barrio Palermo de esta ciudad y así no resulta posible distinguirlo con seguridad de cualquier otro para satisfacer los requisitos exigidos por las normas del Decreto 960 de 1970 que se acaban de transcribir. 

En relación con el presupuesto de que se trata, aunque refiriéndose a una promesa de compraventa que a juicio de la Sala tiene aplicación para la de permuta, dijo la Corte Suprema de Justicia,

“6) Obvia consecuencia de la finalidad de la promesa, que es, se repite, la de asegurar la celebración de otro contrato posterior cuando los interesados no quieren o no pueden realizarlo de presente, es la de que la convención futura quede plenamente definida de antemano, pues sólo con tal definición las partes saben a qué se comprometen y se posibilita, por lo mismo, determinar o delimitar los derechos y las obligaciones que para ellas surgen de la promesa celebrada.   De ahí que, según lo preceptúa el artículo 89 de la Ley 153 de 1887 en su regla 4ª, la validez o eficacia de una promesa de contrato se subordine, entre otros requisitos, a que en ella "se determine de tal suerte el contrato (prometido), que para perfeccionarlo sólo falte la tradición de la cosa o las formalidades legales". Lo cual significa que, en el documento en el cual se plasma la promesa, deben quedar determinados, o por lo menos determinables, los elementos que son esenciales al contrato cuya celebración se promete…

En frente a lo preceptuado por la regla 4ª del artículo 89 de la Ley 153, citada, la doctrina y la jurisprudencia han interpretado siempre esa disposición legal en el sentido de que, cuando la promesa verse sobre contrato de enajenación de un inmueble, como cuerpo cierto, éste se debe determinar o especificar en ella por los linderos que los distinguen de cualquiera otro, y cuando se refiera a una cuota o porción de otro de mayor extensión, debe también individualizarse éste en la misma forma, es decir, por sus alindaciones especiales. La razón de esta doctrina, que otrora se hacía estribar en el contenido del artículo 2594 del Código Civil, se encuentra hoy en las ordenaciones del Decreto 960 de 1970 ,. 

Doctrina que ha venido reiterando en providencias posteriores (por ej. CSJ SC 2 ag 1985, G.J. CLXXX, pág. 226) en las que el énfasis del requerimiento acerca de la determinación del inmueble que ha de enajenarse en virtud del contrato prometido, se pone en el alindamiento y ubicación del inmueble como forma cabal de identificarlo, sin que ello signifique, agrega ahora la Corte, que no existan hoy por hoy otros medios que, quedando expresados en el texto mismo de la promesa, logren la misma finalidad <identificante>, con lo cual se cumple el propósito de que el bien raíz sobre que versará la compraventa no pueda ser confundido con otro, sin que exista razón para exigir la mención concurrente a todos ellos en la promesa, junto con los que ha venido destacando como obligatorios la jurisprudencia de esta Sala
. 
En consecuencia, como no se determinó de manera completa el bien objeto de la promesa, se concluye que no se satisfizo el requisito de que se trata y por lo tanto, no pueden ejecutarse las obligaciones que se pretenden deducir del documento que la contiene, por mandato del artículo 89 de la Ley 153 de 1887, que empieza por decir: “La promesa de celebrar un contrato no produce obligación alguna”, salvo cuando se cumplan de manera concurrente, los requisitos que enlista.

Así las cosas, no se cuenta con título ejecutivo que autorice librar las órdenes ejecutivas solicitadas.


5. Sin embargo, puede agregarse que en las pretensiones de la demanda, como ya se expresara, solicitó el actor se librara mandamiento ejecutivo a su favor y en contra del demandado por las sumas de $130.000.000 como capital y sus intereses moratorios desde el 26 de junio de 2015 hasta cuando se verifique el cumplimiento de las obligaciones a favor del primero y $60.000.000 por concepto de multa originada por el incumplimiento del contrato. 

Y como puede inferirse del escrito por medio del cual se sustentó la apelación, las obligaciones incumplidas por el demandado son la de suscribir la escritura pública por medio de la cual le debe transferir el dominio de un inmueble denominado Alejandría, ubicado en Anserma, Caldas, avaluado en $80.000.000 y pagarle la suma de $50.000.000 en efectivo. 

Empero, solicitó se librara el mandamiento de pago por la suma de $130.000.000, que no se pactó cancelar en efectivo, al menos de manera total, en la promesa de permuta que se aportó como fundamento de la ejecución. 

El hecho de haber quebrantado el ejecutado su deber de transferir el dominio de uno de los inmuebles relacionados en la promesa de permuta origina una obligación de hacer, la de suscribir el contrato prometido, por la que en este caso no se promovió la ejecución. El demandante no puede reemplazarla por la de pagar una suma determinada de dinero, a menos que se haya producido una novación, hecho que en este caso no se alegó, ni demostró.

Y tampoco resultaría posible librar el mandamiento ejecutivo por la suma de $60.000.000, valor de la cláusula penal que se pactó en caso de incumplimiento, porque aunque se desconocen las razones de tal proceder, el demandante no fue fiel a los compromisos adquiridos en el documento que sirve de fundamento a la ejecución, pues dentro de ellos se incluía el de transferir al demandado el dominio del inmueble con matrícula inmobiliaria No. 280-31566, a título de permuta, pero resultó vendiéndoselo, en época posterior a aquella en que pactaron se perfeccionaría el contrato que ambos se propusieron celebrar, como lo demuestran la escritura pública No. 4054 del 26 de junio de 2015, otorgada en la Notaría Quinta de Pereira y el certificado de tradición correspondiente a ese predio, que se aportaron con la demanda.

6. De acuerdo con lo expuesto, no puede predicarse del título ejecutivo aportado, que las obligaciones por las que se solicita se libre la orden de pago sean claras, expresas y exigibles.

7. La Sala no comparte los argumentos del impugnante, pues aunque la funcionaria de primera instancia no analizó lo relacionado con el título desde la óptica de los requisitos que debe tener la promesa de permuta para determinar si produce o no obligación alguna, encontró ausente, con justa razón, los que se analizaron en la parte final de esta providencia para concluir que no reúne los del artículo 422 del Código General del Proceso, sin que se esté frente a títulos valores que justifiquen analizarlos de acuerdo con las reglas del Código de Comercio, y el hecho de que la providencia impugnada incluya un hecho ajeno a los que planteó el actor, aunque reprochable, no alcanza a resultar suficiente para revocar la providencia impugnada.

8. En esas condiciones, aunque por las razones aquí expuestas, se  avalará la decisión adoptada, sin que haya lugar a imponer condena en costas, porque el demandado aún no ha comparecido al proceso y por ende, no se causaron.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial, en Sala Unitaria Civil-Familia de Pereira,

R E S U E L V E :

CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 16 de noviembre de 2016, en la demanda ejecutiva promovida por el señor Gustavo Montoya Moreno contra el señor Róbinson Trujillo Loaiza.
Sin costas.

Notifíquese,

La Magistrada,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS





LA PROVIDENCIA ANTERIOR 


SE NOTIFICA POR ESTADO DEL DÍA 








JAÍR DE JESÚS HENAO MOLINA


S E C R E T A R I O











� Sala de Casación Civil, sentencia del 14 de enero de 2015, MP. Dr. Jesús Vall de Rutén Ruíz, radicación 25843-31-03-001-2006-00256-01 
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